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Bogotá D.C.,  

 

Doctor 

ASDRUBAL CORREDOR VILLATE 

JUEZ TREINTA Y OCHO (38) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE BOGOTÁ 

E  S  D 

 

REFERENCIA:   CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

DEMANDANTE:  INSTITUTO CULTURAL RAFAEL MAYA 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ  

EXPEDIENTE:   2020-00226-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA  

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 de 

Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado de la parte 

demandada BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN conforme al poder que 

me fue conferido, por medio del presente escrito y estando dentro del término 

legal, procedo a contestar la demanda promovida en los siguientes términos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones, 

teniendo en cuenta que los fundamentos presentados en la demanda no 

permiten soportar la solicitud efectuada por la parte actora en relación con 

el presunto incumplimiento y desequilibrio de los contratos Nos.  315 de 2017 

y 1023 de 2018, en atención a que, la Secretaria de Educación no incurrió 

en ninguna causal de incumplimiento 

 

De acuerdo a lo anterior y como se expondrá en extenso más adelante, el 

actuar de la Secretaría de Educación se encuentra conforme a derecho y 

a la normatividad vigente, de manera que le corresponderá a la 

demandante desvirtuar dicho proceder. 

 

Por lo anterior no es posible acceder a las pretensiones de la demanda 

como tampoco al reconocimiento y pago de las sumas de dinero como 

fueron planteados por el extremo actor, en la medida que tampoco se 

encuentran plenamente probadas en el plenario, tampoco se logra 

desvirtuar la presunción de legalidad de los actos de liquidación cuya 

nulidad reclama la parte actora.  

 

II. A LOS HECHOS 

 

1. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba aportados 

al plenario. 

2. No es un hecho, se trata de una referencia normativa al Decreto 1851 de 

2015 

3. No le consta a mi representada lo afirmado por la parte actora, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso. 

4. No es un hecho, contiene una apreciación de orden personal de la parte 

actora carente por completo de sustento probatorio. 

5. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba aportados 

al plenario la suscripción del contrato 315 de 2017. 

6. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba aportados 

al plenario. 
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7. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la cláusula 

tercera del contrato referido por la parte actora 

8. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la cláusula 

cuarta del contrato referido por la parte actora 

9. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido del 

documento identificado con el número SGP-14-2017 que valga decirlo, fue 

expedido por el Departamento Nacional de Planeación 

10. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido del 

documento identificado con el número SGP-14-2017 que valga decirlo, fue 

expedido por el Departamento Nacional de Planeación 

11. Es una afirmación que le corresponde probar a la parte actora, 

habida consideración a que hace referencia a un documento que no fue 

producido por mi representada. 

12. Es una afirmación que le corresponde probar a la parte actora, 

habida consideración a que hace referencia a un documento que no fue 

producido por mi representada. 

13. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre la forma en que considera que tendría 

que ser aplicado el documento proferido por el Ministerio de Educación. 

14. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre los que considera como la jerarquía 

normativa entre un concepto y un documento CONPES 

15. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre la forma en que considera que tendría 

que ser aplicado el documento proferido por el Ministerio de Educación 

16. No es cierto, la Secretaría de Educación no introdujo modificaciones 

unilaterales al contrato referido por la parte actora, tampoco es cierto que 

la hubiese conminado, obligado o coaccionado a ejecutarlo a la fuerza, 

menos aún que le hubiese negado el derecho a manifestar salvedades u 

observaciones, le corresponde a la parte actora probar lo contrario. 

17. No es cierto, lo manifestado por el extremo actor carece por 

completo de sustento probatorio, le corresponde probarlo. 

18. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba 

aportados al plenario las fechas de terminación y suscripción del acta de 

liquidación 

19. No es cierto, la Secretaría de Educación nunca obligó al extremo 

actor a realizar actividad alguna en contra de su voluntad, le corresponde 

probarlo. 

20. No es un hecho, lo manifestado por el extremo actor constituye una 

simple expectativa. 

21.  No es cierto, lo manifestado por la parte actora carece por completo 

de sustento probatorio, le corresponde probarlo. 

22. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

personal de la parte actora carente de sustento probatorio. 

23. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 

completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

24. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 

completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

25. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 
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completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

26. No es cierto, la Secretaría de Educación no incurrió en malos manejos 

de tipo administrativo o presupuestal, le corresponde a la parte actora 

probar su dicho, por otra parte, reiteramos una vez más que la Secretaria 

jamás ejerció ningún tipo de coerción sobre la voluntad del contratista. 

27. Me abstengo de hacer pronunciamiento alguno frente a este hecho 

porque no se hace mención al informe al que se refiere la parte actora. 

28. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

personal de la parte actora carente de sustento legal y probatorio. 

29. No es cierto, le corresponde a la parte actora probar su dicho, a lo 

cual agrego que la SED nunca obligó al extremo actor a ejecutar actos 

contrarios a su voluntad. 

30. No es cierto, le corresponde a la parte actora probar su dicho, a lo 

cual agrego que la SED nunca obligó al extremo actor a ejecutar actos 

contrarios a su voluntad. 

31. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

32. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

33. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

34. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

35. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

36. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas tarifas 

que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

37. No es cierto que la Secretaría de Educación haya tomado decisiones 

en forma unilateral, mucho menos que se haya presentado un desequilibrio 

en el contrato, le corresponde a la parte actora probar su dicho. 

38. Es cierto que se realizaron mesas de trabajo en forma previa a la 

liquidación del contrato, por tal razón resulta contradictorio que la parte 

actora sostenga que se tomaron decisiones por parte de la Secretaría 

ejerciendo presiones indebidas sobre el contratista. 

39. Es cierto que el día 03 de abril de 2018 se liquidó el contrato y que se 

surtió el trámite de conciliación prejudicial  

40. Es cierta la suscripción del referido contrato. 

41. Es cierto de acuerdo con los medios de prueba aportados al proceso. 

42. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 

cláusula tercera del contrato referido por la parte actora 

43. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 

cláusula cuarta del contrato referido por la parte actora 

44. No corresponde a un hecho, se refiere a una valoración de orden 

personal de la parte actora que le corresponde probar. 

45. No es cierto, le corresponde a la parte actora probarlo  
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III. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 

DEL RESPETO POR LOS ACTOS PROPIOS  

 

Desde Roma se ha tenido como un principio general del derecho aquel 

consistente en que a nadie le es lícito beneficiarse de su propia culpa. El 

Consejo de Estado ha llegado inclusive a afirmar que este principio de 

respeto por el acto propio tiene plena aplicabilidad en los temas atinentes 

a las discusiones sobre responsabilidad precontractual y contractual 

relativas a las entidades estatales. 

 

Bajo esta perspectiva y como bien lo podrá corroborar el Despacho al 

analizar los medios de prueba aportados al proceso, en este asunto la parte 

actora nunca fue coaccionada a adelantar y/o a ejecutar obligaciones 

contractuales contra su voluntad, por el contrario, siempre estuvo al tanto y 

tuvo conocimiento de las condiciones pactadas sin que hiciera observación 

alguna. 

 

En efecto, en ningún momento la entidad realizó de manera arbitraria, 

unilateral y mucho menos ilegal al contrato como lo sostiene la parte 

demandante, cambios en detrimento de lo pactado, pues de las mismas 

cláusulas pactadas se desprende que el valor será ajustado, en caso de ser 

necesario, cuando se expida el respectivo documento de Distribución de 

Recursos del Sistema General de Participaciones para 2017 por parte del 

Departamento Nacional de Planeación, lo cual significa que no era 

obligatorio sino optativo el reajuste señalado por el extremo actor y que, 

incluso, estuvo de acuerdo al momento de su aceptación mediante la 

suscripción de los contratos ahora atacados. 

 

Adicionalmente, no existe ninguna otra documentación que le obligue a 

realizar la liquidación del contrato conforme a las tarifas establecidas en el 

documento CONPES ni mucho menos le restrinja o prohíba la facultad a la 

entidad el ajuste del valor conforme al IPC, pues no fue pactado en el 

contrato.  

 

Es decir, el contratista sabía porque así estaba pactado en el contrato, la 

forma en que se harían los pagos, es más, con los estudios previos se 

estableció que el contrato tendría un valor indeterminado pero 

determinable, según el número de estudiantes efectivamente atendidos y 

las variaciones producto de los cambios de tipología que defina el Gobierno 

Nacional. 

 

Es más, con los documentos previos se hizo la siguiente previsión que ahora 

pretende desconocer la parte actora bajo la presunta coacción de la 

Secretaría de Educación, circunstancia que dicho sea de paso no es cierta, 

en tal sentido, esto se dijo en los estudios previos: 

 

“En caso tal que como consecuencia de una variación, el valor final del 

contrato resulte superior al valor inicial, la diferencia se cancelará con cargo 

a los recursos del proyecto, previa realización del trámite presupuestal, y la 

suscripción de la modificación contractual respectiva, o durante la etapa 

de liquidación contractual 
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El valor del contrato incluye cualquier clase de gravamen, impuesto, tasa, 

contribución o tributo en general que se cause o se llegare a causar; en tal 

evento EL CONTRTAISTA se obliga a asumirlo, así como los costos directos e 

indirectos que se ocasionen para la ejecución del mismo” 

 

Aunado a lo anterior, téngase en cuenta que el artículo 2.3.1.3.2.13 del 

Decreto Nacional 1851 de 2015, estableció los tiempos límite para la 

suscripción de este tipo de contratos, estableciendo lo siguiente: 

‘’Artículo 2.3.1.3.2.13. Inicio de la ejecución de los contratos para la 

prestación del servicio público educativo. Los contratos para prestación del 

servido educativo que trata este Capítulo que se financien con recursos del 

Sistema de Participaciones, deberán ser suscritos con anterioridad al inicio 

del calendario escolar definido por entidad territorial certificada y comenzar 

su ejecución coincidiendo con inicio de éste. 

La entidad territorial certificada en educación será responsable de 

garantizar cumplimiento de las horas duración mínima por año lectivo’’ 

Es de resaltar que, para el momento de la suscripción de estos contratos, el 

gobierno Nacional no había expedido el Documento de Distribución de 

Recursos, como tampoco había remitido oficialmente a la entidad territorial 

sus recomendaciones. 

 

Por su parte, Frente al concepto de valor indeterminado pero determinable, 

la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

 

"(...) De modo que la determinación o la indeterminación del precio alude 

a la imposibilidad de concretar el valor desde que se perfecciona el 

contrato. No obstante, esto no significa que cualquier dificultad de precisión 

lo convierta en indeterminado, ya que, si es posible hacerlo de algún modo, 

entonces se tratará de un precio determinable, que las partes deben 

precisar (...) 

Aun cuando no define la ley, qué se entiende por valor indeterminado de 

un contrato, ha de entenderse que es aquél en el cual dada la modalidad 

del convenio no es posible deducir la cuantía de la obligación que nace, se 

modifica o se extingue, porque ella está sujeta a una contingencia futura 

que incide en el valor de la obligación que se pacta, por ejemplo, cuando 

en un contrato de comisión se obliga al contratante a pagar al comisionista 

un porcentaje sobre el volumen de ventas" 

 

En complemento a lo anterior, es importante aclarar que los incrementos 

porcentuales por concepto de jornada única y atención de población con 

discapacidad, capacidades y talentos excepcionales a los que hacen 

referencia los contratistas fueron realizados desde la vigencia 2016, acorde 

con lo firmado por las-partes en los respectivos contratos y en consonancia 

con cada una de las licencias de funcionamiento otorgadas por las 

Direcciones Locales de Educación de la jurisdicción de cada uno de los 

contratistas y quienes suscribieron contrato de prestación de servicio 

educativo para 2017. 

 



6 
 

Frente a este tema, es necesario resaltar que, dentro de la normatividad 

nacional, así como en los lineamientos del Gobierno Nacional no se 

establecen los valores a reconocer a los contratistas por la prestación del 

servicio educativo. La normatividad establece el límite máximo o tope del 

valor por alumno atendido a financiar con recursos del Sistema General de 

Participaciones, que es lo que se conoce como tipología, pero no obliga a 

que el valor a reconocer sea el total de la tipología asignada por nivel 

educativo. 

 

La normatividad permite que las entidades territoriales, en su real saber y 

entender, fijen el valor de los contratos teniendo como límite el valor 

asignado a través de la tipología educativa. 

 

En ese sentido, el artículo 27 de la Ley 715 de 2001, adicionado por el artículo 

30 de la Ley 1176 de 2007 y modificado por la Ley 1294 de 2009 establece: 

 

"Artículo 30. Artículo nuevo. El inciso 1° del artículo 27 de la Ley 715 de 2001 

quedará así:  

   

Prestación del Servicio Educativo. Los departamentos, distritos y municipios 

certificados, prestarán el servicio público de la educación a través del 

sistema educativo oficial.  

   

Solamente en donde se demuestre insuficiencia en las instituciones 

educativas del Sistema Educativo Oficial podrá contratarse la prestación del 

servicio educativo con entidades estatales o privadas sin ánimo de lucro de 

reconocida trayectoria e idoneidad, sin detrimento de velar por la cobertura 

e infraestructura en los servicios educativos estatales. El valor de la 

prestación del servicio financiado con estos recursos del sistema no puede 

ser superior a la asignación por alumno definido por la Nación.  

   

Cuando el valor sea superior, el excedente se pagará con recursos propios 

de la entidad territorial, con las restricciones señaladas en la presente ley.  

   

Cuando con cargo a recursos propios la prestación del servicio sea 

contratada con entidades no estatales, la entidad territorial deberá 

garantizar la atención de al menos el ciclo completo de estudiantes de 

educación básica.  

   

La Educación Misional Contratada y otras modalidades de educación que 

venían financiándose con recursos del Situado Fiscal, y las participaciones 

de los municipios en los Ingresos Corrientes de la Nación se podrán continuar 

financiando con los recursos del Sistema General de Participaciones"  

 

En el mismo sentido, el Decreto Nacional 1851 de 2015 retorna lo definido en 

la ley, en el sentido de señalar que el valor por alumno atendido se 

determina de conformidad con los componentes de la canasta educativa 

señalados en el contrato. En ese sentido, la tipología establecida por la 

Nación es simplemente un referente tope para la financiación con recursos 

provenientes del SGP, señalando: 

 

"Artículo 2.3.1.3.3.12. Valor de los contratos de prestación del servicio 

educativo. El pago al contratista se hará con cargo a los recursos de la 
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entidad territorial certificada, bien sean ingresos corrientes de libre 

destinación o de la participación para educación del Sistema General de 

Participaciones. El valor por alumno atendido se establecerá de 

conformidad con los componentes de la canasta que el contratista 

suministre, los cuales se relacionarán y pactarán antes del inicio del contrato. 

 

Dicho valor no podrá ser superior, en ningún caso, a la asignación por 

alumno definida por la Nación equivalente a la tipología del componente 

de población atendida del Sistema General de Participaciones; cualquier 

suma que exceda lo dispuesto en el presente artículo deberá ser financiada 

con cargo a los recursos propios de la respectiva entidad territorial 

certificada, con las restricciones señaladas en la ley" 

 

Así las cosas, de acuerdo con lo manifestado por el Señor apoderado de la 

parte actora en el sentido que su representada ya ha suscrito varios 

contratos de prestación de servicios con el mismo objeto, circunstancia que 

además guarda plena congruencia con su objeto social y si tenemos en 

cuenta su fecha de creación, es evidente que dada la naturaleza de su 

objeto social, el actor es un experto en la materia para la que presentó su 

oferta; en consecuencia, en su rol de colaborador de la administración en 

la estructuración del proceso, al conocer desde un comienzo las 

condiciones de aquel, sin haber hecho salvedad alguna al respecto, no 

puede pretender ahora ningún tipo de reconocimiento alegando en su 

favor su propia culpa, habida consideración a que conoció integralmente 

el contenido y las condiciones del proceso sin hacer observación alguna al 

respecto, como se desprende de los medios de prueba allegados al 

proceso, como también de los antecedentes del contrato. 

Teniendo en cuenta el análisis precedente se concluye que las pretensiones 

invocadas por la parte convocante no están llamadas a prosperar, por 

cuanto la actuación de la SED siempre se hizo con fundamento en las 

normas aplicables y en la autonomía contractual que esta goza, razón por 

la cual las condiciones del contrato estaban dadas desde su suscripción. 

 

Adicionalmente, no es posible que se presente la figura de desequilibrio 

económico del contrato, si el contratista durante la ejecución del mismo no 

hace ninguna manifestación al contratante, e igualmente en la solicitud de 

liquidación no hace salvedades, o si las hace estas son de carácter genérico 

por cuanto, no es posible iniciar un proceso contractual debido al principio 

de buena fe y la teoría de los actos propios, en la medida en que las partes 

debían hacer las reclamaciones a que hubiera lugar dentro del acta de 

liquidación del contrato, y a que, una parte no puede fundamentar su 

postura trayendo a colación hechos que vayan en contravía de sus propias 

afirmaciones. 

 

Finalmente, no se presentaron circunstancias externas, imprevistas e 

imprevisibles que puedan llevar a un desequilibrio económico del contrato, 

y tampoco se generó un vicio del consentimiento en la modalidad fuerza 

para la suscripción de las actas de liquidación bilateral. 

 

DE LA AUSENCIA DE SALVEDADES SOBRE INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 

ATRIBUIBLES A LA SED 
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El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 permite a los contratistas efectuar 

salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la 

liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no 

hayan sido objeto de acuerdo. En esas condiciones, el efecto que produce 

la inclusión de salvedades en el acta de liquidación bilateral consiste en 

restringir los asuntos respecto de los cuales el contratista puede reclamar 

posteriormente por vía judicial. La inclusión de salvedades en el acta de 

liquidación no implica el reconocimiento por parte de la Entidad Estatal de 

los derechos o las situaciones a las que se refieren tales salvedades, sino que 

ellas reflejan los asuntos respecto de los cuales las partes no llegaron a un 

acuerdo. 

La Sección Tercera del Consejo de Estado, a través de la sentencia del 14 

de junio de 2017 con ponencia del Consejero Danilo Rojas Betancourth, 

reiteró su posición frente a las salvedades incorporadas en las actas de 

liquidación de los contratos estatales. 

El acta de liquidación bilateral del contrato contiene un consenso entre las 

partes que no podrá ser desconocido posteriormente por quien lo suscribe, 

salvo que se invoque algún vicio del consentimiento o se deje expresa 

constancia de la existencia de salvedades o discrepancias en el cruce de 

cuentas. 

Las inconformidades o salvedades en un acta de liquidación deben plasmar 

de manera clara y concreta los motivos de la inconformidad, con el fin de 

reclamar el reconocimiento de las observaciones ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo. Con lo cual, no producirán efectos jurídicos 

aquellas observaciones o salvedades que se realicen de manera genérica 

o que indiquen que se reserva el derecho a reclamar.  

 

De conformidad con lo expuesto, es claro que dentro del presente proceso 

no se logra determinar que efectivamente mi representada deba cancelar 

el valor solicitado por la parte actora, teniendo en cuenta que si dentro del 

plazo de ejecución del contrato no se advirtió sobre la reclamación del 

pago reclamado post liquidación, no puede en esta instancia pretender 

ningún tipo de reconocimiento. 

 

Las condiciones para el pago fueron claras para las partes y lo que es más 

importante, fueron aceptadas con la suscripción del contrato, 

posteriormente, al momento de la liquidación tuvo la oportunidad de 

expresar sus salvedades conforme a las reglas señaladas por el Consejo de 

Estado, esto es, indicando en forma expresa los motivos de inconformidad 

que además serían objeto de reclamación judicial, sin embargo, ni con la 

suscripción del contrato ni con el acta de liquidación la parte actora 

manifestó algún tipo de inconformismo, circunstancia que torna en 

improcedente esta reclamación 

 

Como se indica a continuación, la evolución jurisprudencial ha sido 

constante y clara en la exigencia del pronunciamiento de las partes y en 

especial del registro de salvedades cuando alguno de los contratantes 

considera que la suscripción de una modificación y/o adición le genera 

perjuicios, evolución que se refleja así:  

 

- Sentencia del 31 de agosto de 2011: 
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“No sólo no resulta jurídico sino que constituye una práctica malsana que 

violenta los deberes de corrección, claridad y lealtad negociales guardar 

silencio respecto de reclamaciones económicas que tengan las partes al 

momento de celebrar contratos modificatorios o adicionales, cuyo propósito 

precisamente es el de ajustar el acuerdo a la realidad fáctica, financiera y 

jurídica al momento de su realización, sorprendiendo luego o al culminar el 

contrato a la otra parte con una reclamación de esa índole. Recuérdese que 

la aplicación de la buena fe en materia negocial implica para las partes la 

observancia de una conducta enmarcada dentro del contexto de los deberes 

de corrección, claridad y recíproca lealtad que se deben los contratantes, 

para permitir la realización de los efectos finales buscados con el contrato.” 1 

(Negrilla y subrayas nuestro) 

 

- Sentencia del 29 de octubre de 2012: 
 

“De acuerdo con el criterio jurisprudencial expuesto, la omisión o silencio en 

torno a las reclamaciones, reconocimientos, observaciones o salvedades por 

hechos previos conocidos a la fecha de suscripción de un contrato 

modificatorio, adicional o un acta de suspensión tiene por efecto el finiquito de 

los asuntos pendientes para las partes, no siendo posible discutir 

posteriormente esos hechos anteriores (excepto por vicios en el 

consentimiento), toda vez que no es lícito a las partes venir contra sus propios 

actos, o sea “venire contra factum propium non valet”, que se sustenta en la 

buena fe que debe imperar en las relaciones jurídicas. (Negrilla y subrayas 

nuestro) 

 

Por lo tanto, respecto a los sobrecostos reclamados por una mayor 

permanencia en obra, considera la Sala que no pueden prosperar las 

pretensiones de la actora, dado que, como ya se observó́, la ampliación del 

plazo, así́ como los motivos y causas que originaron el mayor tiempo del 

contrato quedaron consignados en negocios jurídicos adicionales que 

concretaron las postergaciones de las cuales pretende ahora percibir 

beneficios indemnizatorios y de los que sólo vino a dar cuenta luego de su 

perfeccionamiento y a cuantificar una vez finalizado el plazo de ejecución del 

contrato, máxime cuando en los mismos hizo expresa renuncia de 

reclamaciones por los hechos que dieron lugar a su celebración.  

Ahora, si la actora consideraba que existía un vicio del consentimiento en la 

celebración de los contratos adicionales, como fuerza o violencia, debió́ 

formular en la demanda la pretensión de nulidad relativa de los mismos y 

probarlo, pero, como no lo hizo, no hay lugar a estimar el argumento según el 

cual fue presionado al momento de suscribirlos.” 2 (Negrilla y subrayas nuestro) 

- Sentencia del 27 de enero de 2016: 

 

“Dicho lo anterior, se advierte que las sociedades demandantes pretenden 

que se declare el incumplimiento de FONADE, con fundamento en que ésta 

incumplió con las obligaciones de entregar los estudios necesarios para la 

construcción de la obra contratada –arquitectónico, estructural, urbanístico, 

hidrosanitario y eléctrico- después de firmada el acta de inicio del contrato y 

en consecuencia se vio afectado el cronograma de ejecución del contrato, 

violando el principio de planeación que debe regir en todos los contratos. 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia 

de 31 de agosto de 2011, exp. 18080, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de octubre de 2012, expediente 

13001-23-31-000-1992-08522-01(21429), C.P. Danilo Rojas Betancourth. 
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Así, en cuanto al primero de los cargos formulados, se tiene que este no está 

llamado a prosperar. Si bien FONADE se retrasó en cuestión de días en la 

entrega de varios estudios –arquitectónico a los 10 días de firmada el acta de 

inicio, igualmente el hidrosanitario, y técnico-, resulta que ello no tiene 

incidencia respecto del incumplimiento de la parte demandante, pues la 

repercusión negativa de ello en el tiempo de ejecución de la obra fue 

abordado y superado por las partes del contrato mediante la suscripción de 

varias prórrogas del contrato y dos adiciones económicas.  

 

Del material probatorio aportado al expediente, se observa, que en el 

transcurso de la ejecución del contrato -por solicitud de la unión temporal- las 

partes suscribieron cinco prórrogas, una modificación, dos adiciones, una 

suspensión y un acta de reinicio del contrato No. 2080367, de donde se 

evidencia claramente que el contratista no dejó salvedades, inconformidades 

o manifestaciones dirigidas a obtener el reconocimiento y/o pago de los 

gastos en que incurrió por cuenta de lo que ahora alega, es decir, mayor 

permanencia en la obra, fuerte ola invernal, dificultad en el transporte de 

materiales y mucho menos del incumplimiento que endilga a FONADE, al 

contrario, dejó expresamente señalado en cada una de esas actas, que lo 

consignado allí no le generaría ningún costo adicional al inicialmente 

pactado. 

 

En consecuencia, entiende la Sala que el eventual incumplimiento FONADE en 

la demora de entregar algunos estudios, no repercutió de ninguna manera en 

el cumplimiento de las obligaciones del contratista pues en aras a restablecer 

las condiciones económicas y de tiempo de ejecución del contrato las partes 

suscribieron sendas actas donde convinieron modificar el precio del contrato 

así como ampliar el periodo de ejecución.  

 

Dicho con otras palabras, si con la solicitud de un plazo y un valor adicional el 

actor pretendió ajustarse al cumplimiento de las prestaciones a su cargo – las 

cuales fueron atendidas por la entidad demandada-, mal puede fundar su 

pretensión indemnizatoria en dichas situaciones, toda vez que estuvo de 

acuerdo con ellas en cada prórroga, adición, modificación, suspensión y 

reinicio suscrita con la entidad contratante. 

 

Entonces, la parte demandante mostró su plena conformidad con los reajustes 

a las condiciones contractuales inicialmente pactadas. Por consiguiente, 

ofende al principio de buena fe objetiva que el actor pretenda obtener 

provecho de incumplimientos e inconvenientes –ola invernal, transporte de 

materiales, nuevos ítems ejecutados, más tiempo en la obra- que en su debida 

oportunidad fueron abordados y superados por las partes vía reajustes a las 

condiciones contractuales existentes, de modo tal que si en aquellas 

ocasiones el demandante no expresó su inconformidad o salvedad a lo 

convenido o no manifestó que consideraba insuficiente el reajuste propuesto 

para superar aquellas situaciones, debió expresarlo en dicha oportunidad y no 

en ulterior ocasión ante el juez del contrato. Como en el sub judice no se 

aprecian tales alegaciones oportunas, la Sala entiende que el planteamiento 

formulado por el impugnante no tiene vocación de prosperar. 

 

Al respecto es necesario resaltar lo que se dijo al inicio de las consideraciones 

y específicamente en los puntos 4 y 4.2, es decir, para que proceda el 

restablecimiento judicial de la ecuación financiera del contrato y cualquier 

otra reclamación V.gr. el incumplimiento, entre otros requisitos, es necesario 

que el contratista realice las solicitudes, reclamaciones o salvedades dentro 

de la oportunidad correspondiente, esto es que se efectúen al momento de 

suscribir las actas, suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, 
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contratos adicionales, otrosíes, etc., deber éste que se deriva del principio de 

la buena fe contractual. 

 

Expuestas las consideraciones que anteceden, la Sala negará las pretensiones 

derivadas del incumplimiento por parte de FONADE, desequilibrio económico 

y financiero del contrato y violación del principio de planeación que de 

acuerdo con lo alegado por el demandante tuvo lugar durante la ejecución 

del objeto contractual.”3  (Negrilla y subrayas nuestro) 

 

También resulta oportuno referirnos a la reciente sentencia del Consejo de 

Estado – Sección Tercera, con ponencia del Honorable Consejero: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa4, donde se hizo un estudio sobre el alcance de 

las salvedades, liquidación del contrato y buena fe contractual en los 

siguientes términos: 

3.- Oportunidad de las reclamaciones en materia contractual – Salvedades 

Pero además de la prueba de tales hechos es preciso, para que prospere 

una pretensión de restablecimiento del equilibrio económico del contrato en 

virtud de cualquiera de las causas que pueden dar lugar a la alteración, que 

el factor de oportunidad no la haga improcedente. En efecto, tanto el 

artículo 16 como el artículo 27 de la Ley 80 de 1993 prevén que en los casos 

de alteración del equilibrio económico del contrato las partes pueden 

convenir lo necesario para restablecerlo, suscribiendo “los acuerdos y pactos 

necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos 

adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello 

hubiere lugar…” Luego, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de 

circunstancias que pueden alterar o han alterado ese equilibrio económico, 

llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo 

contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al momento de suscribir 

tales acuerdos en razón de tales circunstancias es que deben presentar las 

solicitudes, reclamaciones o salvedades por incumplimiento del contrato, 

por su variación o por las circunstancias sobrevinientes, imprevistas y no 

imputables a ninguna de las partesY es que el principio de la buena fe lo 

impone porque, como se sabe, la buena fe contractual, que es la objetiva, 

“consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en 

cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la 

ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el deber de informar a 

la otra parte, y, en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la 

realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro 

contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena 

medida de la lealtad y corrección de la conducta propia” 31 (Se subraya). 

En consecuencia, si las solicitudes, reclamaciones o salvedades fundadas en 

la alteración del equilibrio económico no se hacen al momento de suscribir 

las suspensiones, adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos 

adicionales, otrosíes, etc., que por tal motivo se convinieren, cualquier 

solicitud, reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente 

e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual. Esta 

postura es de vieja data en la Sección Tercera del Consejo de Estado y baste 

para confirmar lo dicho traer a cuento el siguiente aparte de la sentencia 

proferida el 23 de junio de 1992, Exp. 6032: “La anterior manifestación, sin 

embargo, no encuentra pleno respaldo en el proceso, porque lo cierto es 

que si hubo suspensiones de las obras, atrasos, de moras, que en últimas 

condujeron a la prolongación del término contractual inicialmente 

señalado, no todo obedeció a la voluntad exclusiva de la entidad 

contratante, sino que hubo acuerdo entre las partes para hacerlo, como se 

 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 27 de enero de 2016, expediente 

88001-23-31-000-2011-00021-01(54415), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

 
4 CONSEJERO PONENTE: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA Bogotá D.C, veintinueve (29) de 

enero de dos mil dieciocho (2018) Radicación número: 680012333000201300118 01 (52.666) 

Demandantes: Argoz Construcción Obras Civiles S.A y otros. Demandado: Instituto Nacional de Vías – 

INVIAS. Medio de control: Controversias contractuales (Sentencia) 
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desprende de las actas de suspensión de obra visibles a folios 63 y 64 del 

Anexo No. 1, suscrito por los interventores, Auditor General y el contratista; o 

bien de las obras adicionales contratadas, las cuales fueron consignadas en 

los documentos “otro sí” que reposan en los folios 50 a 60 del Anexo No. 1, 

suscritos también por el contratista; así mismo, obran en autos las solicitudes 

de prórroga del actor y los plazos concedidos no sólo en atención a esas 

peticiones, sino para que entregara la obra contratada en estado de 

correcta utilización. No encuentra la Sala razonable que el contratista 

después de finalizado el contrato, por entrega total de la obra, pretenda 

censurar a la administración por prolongaciones en el plazo convenido, 

cuando estuvo de acuerdo con las mismas y en parte fue causante de 

aquellas. En ningún momento el contratista impugnó tales prórrogas y, si lo 

hizo, de ello no hay demostración alguna en el proceso. En cambio, si se 

infiere que con las prórrogas y ampliaciones las partes procuraron superar las 

dificultades que se presentaron, todo con el ánimo de obtener la ejecución 

del objeto contractual y de cumplir a cabalidad las obligaciones 

contractualmente adquiridas. De estas apreciaciones concluye la Sala que 

no hay lugar a aceptar el cumplimiento respecto del término del contrato 

planteado por el actor…” (Resaltado propio). Dicha postura fue retomada 

posteriormente por la Subsección B de la Sección Tercera de ésta 

Corporación al señalar que: “Así las cosas, es menester puntualizar los efectos 

jurídicos que en relación con reclamaciones pendientes tienen los negocios 

jurídicos bilaterales de modificación, adición, prórroga y suspensiones 

suscritos por las partes en ejercicio de la autonomía de la voluntad para 

adaptar el contrato a las exigencias que sobrevengan o sobre el 

reconocimiento debido de las prestaciones cumplidas, en el sentido de que 

no proceden reclamaciones posteriores para obtener reconocimientos de 

prestaciones emanadas del contrato, cuando no aparecen o no se hicieron 

en dichos actos. Esta Sección en sentencia de 23 de julio de 1992, rechazó 

una reclamación de la contratista después de finalizado el contrato por 

prolongaciones del plazo convenido, cuando estuvo de acuerdo con ellas, 

puesto que se entiende que mediante estas prórrogas las partes procuraron 

superar las dificultades que se presentaron para la debida ejecución del 

contrato (…) Igualmente, en sentencia de 22 de noviembre de 2001, 

utilizando este criterio como adicional a la falta de prueba de los mayores 

sobrecostos, indicó que cuando se suscribe un contrato modificatorio que 

cambia el plazo original dejando las demás cláusulas del contrato incólumes 

(entre las mismas el precio), no pueden salir avante las pretensiones de la 

contratista32: “No se probó procesalmente que BENHUR, dentro del término 

de ejecución del contrato incurrió en sobrecostos superiores a los 

reconocidos por CEDENAR. Además la Sala destaca que BENHUR en ejercicio 

de su autonomía de la voluntad suscribió contratos adicionales de plazo en 

los cuales luego de la modificación de la cláusula original de PLAZO, convino 

con CEDENAR que las demás cláusulas del contrato, entre ellas el precio, 

permanecían incólumes” (subraya la sala). No sólo no resulta jurídico sino que 

constituye una práctica malsana que violenta los deberes de corrección, 

claridad y lealtad negóciales guardar silencio respecto de reclamaciones 

económicas que tengan las partes al momento de celebrar contratos 

modificatorios o adicionales cuyo propósito precisamente es el de ajustar el 

acuerdo a la realidad fáctica, financiera y jurídica al momento de su 

realización, sorprendiendo luego o al culminar el contrato a la otra parte con 

una reclamación de esa índole. Recuérdese que la aplicación de la buena 

fe en materia negocial implica para las partes la observancia de una 

conducta enmarcada dentro del contexto de los deberes de corrección, 

claridad y recíproca lealtad que se deben los contratantes, para permitir la 

realización de los efectos finales buscados con el contrato... 

 

Ahora bien, sobre la buena fe contractual se dijo lo siguiente: 

 
El principio de buena fe contractual Esta Subsección ha insistido sobre la 

buena fe contractual, u objetiva, en los siguientes términos: 

 

“De lo preceptuado en el artículo 871 del Código de Comercio, con 

redacción parecida al artículo 1603 del Código Civil, se desprende que en 



13 
 

todo el iter contractual, esto es antes, durante y después de la celebración 

del contrato, y aún después de su extinción, se impone a los intervinientes el 

deber de obrar de conformidad con los postulados de la buena fe.37 En 

efecto, aquel precepto prevé que los contratos deben “celebrarse y 

ejecutarse de buena fe, y en consecuencia, obligarán no sólo a lo pactado 

expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de los 

mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.” Pero además, 

como si no fuera suficiente, el artículo 863 de esa misma codificación ordena 

que “las partes deberán proceder de buena fe exenta de culpa38 en el 

periodo precontractual, so pena de indemnizar los perjuicios que se causen”, 

precepto este que en la contratación pública ha de tenerse como un 

desarrollo del principio general de planeación que debe informar a toda la 

actividad contractual del Estado.39 Sin embargo con frecuencia inusitada 

se cree que la buena fe a que se refiere estos preceptos consiste en la 

convicción de estar obrando conforme a derecho, en la creencia de que la 

conducta se ajusta en un todo a lo convenido y, en general, en el 

convencimiento de que se ha observado la normatividad y el contrato, 

independientemente de que esto sea efectivamente así por haberse 

incurrido en un error de apreciación porque se piensa que lo que en verdad 

importa es ese estado subjetivo consistente en que se tiene la íntima 

certidumbre de haber actuado bien. Empero nada más lejano de la realidad 

que esa suposición porque la buena fe contractual no consiste en creencias 

o convicciones de haber actuado o estar actuando bien, es decir no es una 

buena fe subjetiva, sino que estriba en un comportamiento real y 

efectivamente ajustado al ordenamiento y al contrato y por consiguiente 

ella, tal como lo ha señalado ésta Subsección, “consiste fundamentalmente 

en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas 

del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar 

cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un 

comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin 

olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya 

satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de la 

conducta propia”,40 es decir, se trata aquí de una buena fe objetiva y “por 

lo tanto, en sede contractual no interesa la convicción o creencia de las 

partes de estar actuando conforme a derecho”41 o conforme al contrato, 

pues tales convencimientos son 

 

irrelevantes porque, habida cuenta de la función social y económica del 

contrato, lo que en verdad cuenta son todos los actos reales y efectivos que 

procuran la cabal realización de estas funciones dentro del ámbito de la 

legalidad y de la lealtad y corrección, esto es, ajustados en un todo al 

ordenamiento jurídico y a lo convenido.”42 De manera que el principio de la 

buena fe contractual es de carácter objetivo e impone, fundamentalmente, 

a las partes respetar en su esencia lo pactado, cumplir las obligaciones 

derivadas del acuerdo, perseverar la ejecución de lo convenido, observar 

cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, desplegar un 

comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin 

olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya 

satisfacción depende, en buena medida, de la lealtad y corrección de la 

conducta propia43 . Es por ello que, además, ante la inconformidad con el 

clausulado contractual o en presencia de un incumplimiento o alteración 

del equilibrio económico del contrato, la parte afectada está en la 

obligación de informar inmediatamente tales circunstancias a su co-

contratante, en atención al principio de la buena fe y a la regla de 

oportunidad que no permiten que una de las partes, en el momento en que 

espera el cumplimiento de la obligación debida, sea sorprendida por su 

contratista con circunstancias que no alegó en el tiempo adecuado, de 

manera que cualquier reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, 

improcedente e impróspera por vulnerar el principio de la buena fe 

contractual. 

 

Por todo lo expuesto, es claro que se falta al principio de la buena fe 

contractual por parte de la actora y, en consecuencia, se solicita de 
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manera respetuosa al Despacho se acoja la liquidación presentada por la 

Secretaria de Educación, con la cual se estableció el balance financiero en 

forma clara, por lo que habrán de denegarse las pretensiones de la 

demanda 

 

EXCEPCIONES –  

 

INEXISTENCIA DE LA PRESUNTA ALTERACIÓN DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL 

CONTRATO. 

 

Téngase en cuenta lo señalado por el Consejo de Estado a este respecto 

como se indica a continuación: 

 

El principio del equilibrio financiero del contrato, medular en el régimen 

jurídico de la contratación pública, consiste, entonces, en garantizar el 

mantenimiento de la igualdad o equivalencia entre derechos y 

obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el 

caso, de manera que si se rompe por causas sobrevinientes, imprevisibles y 

no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán las medidas 

necesarias para su restablecimiento, so pena de incurrir en una 

responsabilidad contractual tendiente a restituir tal equilibrio. (...) ante la 

ruptura del equilibrio económico del contrato, el contratista tiene derecho 

a exigir su restablecimiento, pues no obstante que debe asumir el riesgo 

normal y propio de cualquier negocio, ello no incluye el deber de soportar 

un comportamiento del contratante o circunstancias ajenas que lo priven 

de los ingresos y las ganancias razonables que podría haber obtenido, si la 

relación contractual se hubiese ejecutado en las condiciones inicialmente 

convenidas. Ahora bien, no cualquier trastorno o variación de las 

expectativas que tenía el contratista respecto de los resultados económicos 

del contrato, constituyen rompimiento del equilibrio económico del mismo, 

existiendo siempre unos riesgos inherentes a la misma actividad contractual, 

que deben ser asumidos por él. De acuerdo con la doctrina y la 

jurisprudencia, la ecuación económico financiera del contrato puede verse 

afectada o sufrir menoscabo, por: a) Actos o hechos de la entidad 

administrativa contratante, como cuando no cumple con las obligaciones 

derivadas del contrato o introduce modificaciones al mismo –ius variandi-, 

sean éstas abusivas o no. b) Actos generales de la administración como 

Estado, o "teoría del hecho del príncipe", como cuando en ejercicio de sus 

potestades constitucionales y legales, cuya voluntad se manifiesta mediante 

leyes o actos administrativos de carácter general, afecta negativamente el 

contrato. c) Factores exógenos a las partes del negocio, o "teoría de la 

imprevisión", o "sujeciones materiales imprevistas", que involucran 

circunstancias no imputables al Estado y externas al contrato, pero con 

incidencia en él. 

 

En este orden de ideas y como se explicó en precedencia, el valor inicial 

para la totalidad de los contratos de prestación de servicio público 

educativo suscritos para la vigencia 2017, el cual fue calculado conforme a 

las tarifas establecidas para cada grado, nivel y tipo de población atendida 

durante la vigencia 2016, podría llegar a requerir ajustes y por ende su 

modificación contractual, teniendo en cuenta el análisis de las siguientes 

variables: Cambios en la Tipología señalada por el Gobierno Nacional para 

2017; Novedades presentadas durante la ejecución contractual; Nuevas 
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asignaciones de estudiantes; Ajustes de tarifas, información que era de 

conocimiento de los contratistas. 

 

Por lo mencionado, no puede argumentarse la existencia de un posible 

desequilibrio económico, al no haber afectación de la ecuación 

contractual durante la ejecución, teniendo en cuenta que las condiciones 

estaban pactadas y eran claras desde el principio. 

 

Igualmente, dentro del expediente no existe ningún elemento que permita 

determinar o al menos inferir que los contratistas incurrieron en gastos 

adicionales a los que se comprometieron en la relación contractual que 

provinieran de circunstancias externas, imprevistas e imprevisibles que 

surgieran con posterioridad a la relación contractual que pudiera llevar a 

que se planteara un desequilibrio económico del contrato. 

 

Sobre este aspecto el Consejo de Estado ha dicho lo siguiente: 

 
"La teoría de la imprevisión "regula los efectos de tres situaciones que se pueden 

presentar al ejecutar un contrato: un suceso que se produce después de celebrado 

el contrato cuya ocurrencia no era previsible al momento de suscribirlo, una 

situación preexistente al contrato pero que se desconocía por las partes sin culpa 

de ninguna de ellas, y un suceso previsto, cuyos efectos dañinos para el contrato 

resultan ser tan diferentes de los planeados, que se vuelve irresistible". 

 

Nótese pues, como en el presente evento no se presentó ninguna de las 

situaciones descritas por el Consejo de Estado porque los servicios prestados 

y precios pactados correspondían a los efectivamente previsibles para la 

vigencia 2017 sin que pueda generarse ninguna circunstancia de 

irresistibilidad que impidiera la prestación del servicio. 

 

INEXISTENCIA DE LOS VICIOS EN EL CONSENTIMIENTO 

 

Manifiesta el apoderado en varios de los hechos, que se presentaron vicios 

del consentimiento por parte de los contratistas en la modalidad de fuerza, 

por el constreñimiento que impuso la administración para suscribir las actas 

de liquidación bilateral del contrato, sobre este particular, no existe ningún 

medio probatorio que permita inferir al menos que se haya dado tal 

constreñimiento ni del informe presentado por el área técnica, por tanto, el 

vicio del consentimiento debe ser demostrado para que prospere una 

pretensión en tal sentido, en un caso similar al aquí planteado, el Consejo 

de Estado señaló: 

 
" Ni los documentos, ni los testimonios practicados en el proceso dan cuenta del 

vicio de fuerza o violencia que dice la sociedad Escobitas Ltda. que llevó a su 

representante legal a negociar y suscribir el acta de terminación por mutuo 

acuerdo del contrato, producto de la presión e intimidación de las circunstancias 

propias de un estado de penuria o precariedad o urgencia económica extrema - 

que insinúa con el argumento de una supuesta mora del municipio en los pagos y 

en los procesos ejecutivos contra ella promovidos por sus trabajadores para el 

recaudo de deudas laborales conciliadas, deudas bajo su exclusiva 

responsabilidad de acuerdo con la cláusula octava, letra c)- o de agresión o 

presión física o moral ejercida por agentes del ente municipal, con el fin de 

provocarle un temor de experimentar un mal inminente y grave. (...) tampoco se 

demostró en este juicio, se hubiesen dado conductas de incumplimiento del 

municipio de Magangué quedaba en libertad la sociedad contratista –de estar 
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cumplida en lo suyo- de acudir a las vías judiciales para desligarse del vínculo que 

la unía a aquel mediante la solicitud de resolución del contrato con indemnización 

de perjuicios (condición resolutoria tácita, art. 1546 C.C.), estando amparada en el 

entre tanto con la excepción de contrato no cumplido (exceptio non adimpleti 

contractus, art. 1609 C.C.), medio de defensa que puede invocar una de las partes 

del contrato cuando no ha cumplido porque la otra tampoco lo ha hecho, caso 

en el cual su conducta no es tomada como antijurídica, en vez de concurrir a la 

celebración de un negocio jurídico extintivo del contrato, figura esta última que fue 

a la que acudió en consenso con el ente territorial, al suscribir las actas de 

terminación por mutuo acuerdo del contrato de 1997. (...)no se acreditó una fuerza 

que haya viciado el consentimiento del actor al momento de suscribir el acta de 

terminación del contrato; si la sociedad actora escogió de consuno con la entidad 

demandada ese cauce y luego se arrepintió de ese acto dispositivo, esta última 

situación no la ampara el derecho en el sentido pretendido en la demanda, dado 

que ello significaría desconocer la decisión a la que llegaron las partes para poner 

fin al contrato y así a las diferencias que se venían presentando en su ejecución y, 

de rebote, vulnerar el ejercicio legítimo de la autonomía de la voluntad en el que 

descansa y se ampara dicho acuerdo, que es ley para las partes. (...), 

 

De esta manera, no es posible -ni siquiera fue solicitado- que se anulen las 

actas de liquidación bilateral porque no existe ningún elemento que 

acredite la fuerza que impuso la administración sobre contratistas 

experimentados, con músculo financiero, con asesoría de prestigiosos 

abogados que permita siquiera inferir un constreñimiento para la suscripción 

de una liquidación bilateral del contrato. 

 

LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier excepción que 

resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

aportadas con la demanda. 

 

Adicionalmente, solicito al Despacho tener como medios de prueba 

documental en favor de este extremo los soportes administrativos del caso 

como se explica a continuación: 

 

DOCUMENTALES 

 

Las aportadas con el escrito de contestación, los cuales, dado su tamaño, 

pueden ser consultados en el oficio anexo a este escrito de contestación, 

oficio I-2022-15634 suscrito por el Jefe de la Oficina de Contratos de mi 

representada – Carlos Fernando Linares Almonacid – en el que aparecen 

vínculos de consulta a los antecedentes de los procesos correspondientes a 

los contratos de prestación del servicio educativo No. 1023 de 2018 y 315 de 

2017. 

 

 

V. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  A la entidad en la represento, SECRETARIA DE 
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EDUCACION DE BOGOTA, en la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Calle 95 No. 21-39 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o al 

Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Del Señor Juez, 

 

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 



 

 

 

 
Av. Eldorado No. 66 – 63 
PBX: 324 10 00 Fax: 315 34 48 
Código postal: 111321 
www.educacionbogota.edu.co  
Información: Línea 195 

                                                                                                                                                    

MEMORANDO 
  
 
PARA:  FERNANDO AUGUSTO MEDINA GUTIERREZ   

Jefe Oficina Asesora Jurídica 
 
DE:  CARLOS FERNANDO LINARES ALMONACID 

Jefe Oficina de Contratos (E) 
 
Referencia: Solicitud de Pruebas Anticipadas - Procesos Judiciales 
  Radicado SIGA I-2022-13228 
 
Saludo cordial, 
 
 
En atención a la solicitud hilvanada a la oficina de contratos, para la defensa judicial de la 
Secretaría de Educación del Distrito y el cumplimiento del Parágrafo 1° del Artículo.175 del 
CPACA, esto es, lo concerniente a allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en poder de la Entidad 
Pública Demandada. Me permito a través del presente dar trámite a lo solicitado: 
 
Respecto al Contrato de Prestación de Servicio Educativo No. 1023 del 17 de enero de 
2018, celebrado entre la Secretaría de Educación del Distrito - SED - y el Instituto 
Cultural Rafael Maya Limitada, dada la extensión y peso de la información contenida, el 
expediente reposa en la nube y puede ser consultado y descargado de la carpeta de 
OneDrive a través del siguiente enlace: 
https://educacionbogota-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/sargoti_educacionbogota_gov_co/Ei8Gm7-
sDLpGkLCh5AUa5x4B9lRvLu5VGyzTwRHKjmFCvg?e=Y6cBkF 
 
Ahora bien, en lo que respecta al Contrato de Prestación de Servicio Educativo Publico 
No. 315 del 20 de enero de 2017, celebrado entre la SED y el Instituto Cultural Rafael 
Maya Limitada, es menester acotar que el mismo se encuentran bajo custodia del archivo 
de la Dirección de Servicios Administrativos, por lo tanto, se comparte el enlace del Sistema 
Electrónico para la Contratación Pública - SECOP I:  
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=17-12-
6083945 
 
Atentamente. 
 
 
 
 
CARLOS FERNANDO LINARES ALMONACID 
Jefe Oficina de Contratos (E) 
El presente es un documento público expedido con firma mecánica que garantiza su plena validez jurídica 
y probatoria según lo establecido en la Ley 527 de 1999. 
 
Elaboró:  Nicolás Argoti E. 
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8   • DECRETO 	 JI 

2.4 MAR 2021 
"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 

judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTA, D. C. 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
numerales 1 y 3 del artIculo 315 de la Constitución Poiltica, los artIculos 35, 38 numerales 
1, 3, y 6; los artIculos 39 y 53 del Decreto Ley 1421 de 1993; el artIculo 9 de la Ley 489 de 
1998, los artIculos 159 y 160 de la Ley 1437 de 2011, ci artIculo 17 del Acuerdo Distrital 

257 de 2006 y, 

CONSIDERANDO: 

Que ci numeral 3 del artIculo 315 de la Constitución PolItica atribuye a los alcaldes la función 
de dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones 
y la prestación de los servicios a su cargo; y representarlo judicial y extrajudicialmente. 

Que el artIculo 322 Idem establece que ci regimen politico, fiscal y administrativo de Bogota, 
Distrito Capital, será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el 
mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 

Que el artIculo 35 del Decreto Ley 1421 de 1993 dispone que el/la Alcalde/sa Mayor es el/la 
jefe/a del gobiemo y de la administraciOn distrital, representa legal, judicial y 
extrajudicialmente a! Distrito Capital, y por disposición del artIculo 53 del mismo Estatuto, 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades creados por ci Concejo 
Distrital. 

Que ci articulo 9 de la Ley 489 de 1998 faculta a las autoridades administrativas, en virtud 
de lo dispuesto en la Constitución Politica para delegar las funciones a él conferidas por ci 
ordenamiento jurIdico, a sus colaboradores o a otras autoridades con funciones afines o 
complementarias, mediante acto de delegacion expreso. 

) 
Que asi mismo el artIculo 53 del Codigo de Procedimiento Administrativo y de 10 

Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, en adelante CPACA dispone que los 
procedimientos y trámites administrativos podrán realizarse a través de medios electrónicos 
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y, para garantizar la igualdad de acceso a la administraciOn, la autoridad deberá asegurar 
mecanismos suficientes y adecuados de acceso gratuito a los medios eiectrónicos o permitir 
ci uso altemativo de otros procedimientos. 

Que el üitimo inciso del artIculo 159 del CPACA, determina que las entidades y Organos que 
conforman ci sector central de las administraciones del nivel territorial, están representadas 
por el respectivo gobernador o aicalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 
actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial 
corresponderá al respectivo personero o contralor. 

Que el iuitimo inciso del artIculo 160 del CPACA seflala que los abogados vinculados a las 
entidades püblicas pueden representarias en los procesos contencioso-administrativos 
mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante deiegacion general o particular 
efectuada en acto administrativo. 

Que ci artIculo 186 del CPACA dispone que "todas las actuaciones judiciales susceptibies de 
surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologIas de la inlormaciOn y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envIo y recepción se garantice su autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la icy". 

Que de conformidad con lo seflalado en ci artIculo 197 del CPACA, las entidades püblicas 
de todos los niveles, que actüen ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben tener 
un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones. 

Que la anterior disposición es concordante con lo previsto en ci artIculo 103 del Codigo 
General del Proceso - Ley 1564 de 2012, en adelante CGP, al determinar que en todas las 
actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologIas de la información y las 
comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciaies, con ci fin de faciiitar y 
agilizar ci acceso a iajusticia, asI como ampliar su cobertura. 

Que conforme lo estabiece el numeral 13 del artIcuio 2.2.22.2.1 del Decreto Nacional 1083 
de 2015, modificado por ci Decreto Nacional 1499 de 2017 dentro de las poilticas de gestión 
y desempeflo institucionai se encuentra la defensa j uridica. 
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Que el artIculo 17 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, faculta a las autoridades administrativas 
del Distrito Capital para delegar el ejercicio de sus funciones a sus colaboradores o a otras 
autoridades con funciones afines o complementarias, de conformidad con la Constitución 
PolItica y la ley, especialmente con la Ley 489 de 1998. 

Que el artIculo 1 del Acuerdo Distrital 638 de 2016 creó el Sector Administrativo Gestión 
Juridica integrado por la Secretarla Juridica Distrital como una entidad del Sector Central, 
con autonomIa administrativa y fmanciera. 

Que el Decreto Distrital 323 de 2016 modificado por el Decreto Distrital 798 de 2019 y por 
el Decreto Distrital 136 de 2020, estableció la estructura organizacional y funciones generales 
de la Secretarla Juridica Distrital. 

Que conlorme con el artIculo 2 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por el artIculo 
1 del Decreto Distrital 798 de 2019 la Secretarla Juridica Distrital se constituye como el ente 
rector en todos los asuntosjuridicos del Distrito Capital y tiene por objeto formular, orientar, 
coordinar y dirigir la gestión jurIdica de Bogota D.C.; asI como la definición, adopción, 
coordinación y ejecución de polIticas en materia de gestion judicial y representaciOn judicial 
y extrajudicial, entre otras. Por consiguiente, es necesario articular y orientar el ejercicio de 
la representación judicial y extrajudicial a la actual organización administrativa. 

Que el numeral 4 del artIculo 3 del referido Decreto Distrital 323 de 2016, establece en cabeza 
de la Secretarla Juridica Distrital el ejercicio del poder preferente a nivel central, 
descentralizado y local en los casos que la Administración lo determine. 

Que el artIculo 90 del Decreto Distrital 430 de 2018 "Por el cual se adopta el Modelo de 
Gestión Juridica Püblica del Distrito Capital y se dictan otras disposiciones" establece 
competencias especiales a cargo de la Secretarla Juridica Distrital, para ejercer el poder 
preferente a nivel central, descentralizado y local en los casos en que asI lo determine. 
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Que todas la entidades y organismos distritales del sector central, dentro de su estructura, 
cuentan con una dependencia que, entre otras funciones, se encarga de la representación 
judicial y extrajudicial de la respectiva entidad. 

Que es necesario reducir los trámites asociados a la suscripción de poderes generales, 
favoreciendo la celeridad y la economla procesal que demandan los trámites ante la 
jurisdicción. AsI como armonizar las delegaciones otorgadas a los jefes juridicos de las 
entidades en los Decretos Distritales de funciones de éstas, con el Decreto Distrital que 
concentra las reglas de la actividad litigiosa del Distrito. 

Que se requiere incorporar reglas generales en relación con las acciones tutelas, mej orar las 
delegaciones especiales en cabeza de las entidades del sector central y en general, impartir 
lineamientos que actualicen, orienten, unifiquen, articulen y fortalezcan la gestion judicial y 
extrajudicial, de acuerdo con los principios de la función administrativa y con los objetivos 
trazados por el Modelo Integrado de Planeación y Gestión. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

CAPTULO I 

REPRESENTACION JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE LAS ENTIDADES DE 
LA ADMINISTRACION DISTRITAL 

ArtIculo 1°.- Representación judicial y extrajudicial del sector central de la 
administración Distrital. Delegase a los Jefes y/o Directores de las Oficinas o direcciones 
JurIdicas y/o Subsecretarios JurIdicos de las entidades y organismos distritales del sector 
central la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, en relación con 
sus respectivos organismos, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, yb 
actuaciones judiciales, extrajudiciales o administrativas que se adelanten con ocasión de los 
actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o que se relacionen 
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con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su objeto, misionalidad y funciones; 
con las facultades, limitaciones y reglas previstas en ci artIculo 50  de este decreto. 

Parágrafo. En los casos en que la entidad cuente con más de una dependencia con funciones 
jurIdicas, la delegaciOn recae en aquella que, atendiendo a su estructura intema, desempefle 
la función de representación judicial y extrajudicial. 

ArtIculo 2°.- Representación judicial y extrajudicial del sector descentralizado de la 
administración Distrital. Las entidades del sector descentralizado conforme su naturaleza, 
se representan a sj mismas en to judicial y extrajudicial a través de sus representantes legates 
y conforme los actos de delegación internos. En armonia con las disposiciones y 
orientaciones contenidas en este Decreto se deberá garantizar la coordinación estratégica de 
la gestion judicial y extrajudicial con el sector central de la administración. 

Parágrafo. Cuando en un mismo proceso o actuación se vincule genéricamente al Distrito 
Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota y a una entidad 
descentralizada, la entidad cabeza del sector central al que esta pertenezca, atenderá, en 
coordinación con la entidad descentralizada, la representación judicial y extrajudicial del 
sector central de la administración Distrital, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en 
los artIculos 8° y 9° de este Decreto. 

ArtIculo 3°.- Representación judicial y extrajudicial de los órganos de control del orden 
distrital. Los órganos de control del orden distrital ejercerán su representación judicial y 
extrajudicial de conformidad con 10 previsto en los artIculos 104, 105 y 118 del Decreto Ley 
1421 de 1993 y los artIculos 159 y 160 del CPACA, o de las normas que los sustituyan. 

Paragrafo. Los procesosjudiciales que se adelanten contra los órganos de control distritaies, 
en los cuales se disponga la vincuiación de Bogota, Distrito Capital, la representaciónjudicial 
y extrajudicial del sector central de la administración, seth ejercida por la Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la SecretarIa Juridica Distrital, con las facultades previstas en ci 
artIculo 5 de este Decreto y en coordinación con ci ente de control. 
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Articulo 40•.. Representación judicial y extrajudicial del Concejo de Bogota. En los 
procesos judiciales y extrajudiciales, trámites administrativos que se deriven de los actos, 
hechos, omisiones u operaciones que expida, realice o en que incurra o participe ci Concejo 
de Bogota, D.C., como corporaciOn, la representaciOn judicial y extrajudicial Ic corresponde 
a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, conforme las 
siguientes reglas: 

4.1. La Oficina Asesora Juridica del Concejo de Bogota, con ci fin de iograr una adecuada 
gestión judicial, deberá coordinar los aspectos jurIdicos y misionales requeridos, con 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. Conforme lo 
dispuesto por ci sub numeral 4 del numeral IV del Capftulo 1 del Acuerdo Distrital 492 de 
2012, en concordancia con ci artIculo 10 del Decreto Distrital 323 de 2016, modificado por 
ci Decreto Distrital 798 de 2019. 

4.2. Con ci objeto de garantizar la imparcialidad en la defensa de los actos administrativos 
expedidos por ci Concejo de Bogota, en los cuales se pueda prcsentar una conflicto de 
intereses en razón a la posición contradictoria de la administración pübiica frentc al 
respectivo acto, ci Concejo de Bogota cuando lo considere oportuno, podrá asumir 
directamente la defensa judicial, para lo cual la Dirección Distrital de Gestión Judicial 
otorgará ci respectivo poder al Director Juridico del Concejo de Bogota o a quien determine 
la mesa dircctiva de esta corporación. 

ArtIculo 5°.-. Facultades inherentes a la representación judicial y extrajudicial. La 
represdntación judicial y extrajudicial que mediante ci presente Decreto se delega, 
comprende las siguientes facultades: 

5.1. Actuar, transigir, conciliar judicial y extrajudicialmente, desistir, intcrponcr recursos, 
participar en la práctica de los mcdios de prueba o contradicción y en general todo lo 
relacionado con las actuaciones a que hubiere iugar para ci cumplimiento del mandato y la 
defensa de los intereses de la cntidad, en nombre de Bogota, Distrito Capital. 

5.2. Atender, en nombre de Bogota, Distrito Capital, los rcquerimientos judiciales o de 
autoridad administrativa, relacionados con las funcioncs inhcrcntes a la respectiva cntidad. 
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5.3. Constituir apoderados generales y especiales con las facultades de ley, para la atención 
de los procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas de 
su competencia, conforme a lo dispuesto en el presente decreto. El poder deberá ajustarse a 
los parámetros de identidad corporativa fijados en el artIculo 22 de este Decreto. 

5.4. Iniciar las acciones j udiciales y actuaciones administrativas que fueren procedentes para 
la defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. Esta facultad podrá ejercerse respecto 
de los actos que la entidad haya proferido, o respecto de asuntos asignados, sin perjuicio de 
la facultad de la Secretarla JurIdica Distrital para iniciar o intervenir en nombre y en defensa 
de los intereses de Bogota, Distrito Capital, en las acciones judiciales contra leyes, decretos 
y/o actos de autoridades administrativas del orden nacional. 

5.5. Atender directamente las solicitudes de informes juramentados, conforme al 
artIculo 217 del CPACA, 195 del CGP y demás normas procesales concordantes, o aquellas 
que las sustituyan. 

5.6. Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a las providencias 
judiciales y decisiones extrajudiciales y administrativas, en las cuales resulte condenada u 
obligada directamente la respectiva entidad, de conformidad con las disposiciones especiales 
fijadas por el/la Alcalde/sa mayor. 

Parágrafo. Los delegatarios ejercerán estas facultades conforme a la normatividad aplicable 
y en observancia de las polIticas y competencias de los Comités de Conciliación de las 
entidades, procedimientos internos y las directrices que imparta la Secretaria JurIdica 
Distrital. 

ArtIculo 6. Representación del Distrito Capital en audiencias o requerimientos 
judiciales y extrajudiciales. El/la Alcalde/sa Mayor, designará mediante acto 
administrativo los servidores püblicos que tendrán la facultad de comparecer en su nombre 
y representación ante los Despachos Judiciales o autoridades administrativas, cuando 
además del respectivo apoderado, se requiera su presencia expresa como representante legal 
del Distrito Capital. 
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El acto administrativo que realice la designación deberá indicar de manera expresa las 
facultades con que el/los designado/s concurre/n a la instancia judicial o extrajudicial y 
cumpliendo los requisitos del artIculolO de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
concordantes. 

En los casos donde sea un requisito legal deberán aportar la autorización del Comité de 
ConciliaciOn de la respectiva entidad. 

Articulo 70•  Reglas para la representación judicial en acciones de tutela. Cada 
organismo integrado o vinculado a una acción de tutela, debe responder directamente ante 
el despacho judicial por los hechos, peticiones y derechos fundamentales presuntamente 
vulnerados y aperturas de incidentes de desacato. Para tal efecto se deberán atender las 
siguientes reglas: 

7.1. Cuando la respectiva entidad se notifique de una acción de tutela, o tenga conocimiento 
de esta y advierta que la respuesta, o informe de tutela debe ser emitido por otra entidad del 
sector central que no está vinculada, o que no ha sido inlormada, deberá advertirlo 
inmediatamente a través del buzón de notificaciones a la Secretarla JurIdica Distrital, quien 
se encargará de realizar el traslado para su integración al trámite. 

7.2. En caso de que varias entidades sean vinculadas o integradas por la Secretarla Juridica 
Distrital a una acción de tutela, los informes y respuestas que se alleguen al despacho judicial 
de conocimiento deberán versar sobre los argumentos de defensa, pronunciarse frente a los 
hechos, derechos y pretensiones en relación con la misionalidad de la respectiva entidad, 
evitando seflalar a otra entidad como responsable de la vulneración del derecho. 

7.3. Cuando una acciOn de tutela vincule genéricamente a el/la Alcalde/sa Mayor de Bogota 
D.C., o el Distrito Capital de Bogota. La Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretarla JurIdica Distrital determinará las entidades del sector central que, conforme a la 
relación misional con los hechos y peticiones, deberán pronunciarse ante el despacho 
judicial. 
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7.4. Las acciones de tutela que vinculen a la Secretarla JurIdica Distrital, como representante 
del/la Alcalde/sa Mayor de Bogota, D.C., o a! Distrito Capital de Bogota serán remitidas a 
las entidades y organismos a los que corresponda la defensa de los intereses del Distrito 
Capital conforme con su misionalidad y competencias. 

7.5. La apertura de incidentes de desacato deberá ser atendido por la entidad condenada o 
involucrada mediante acto administrativo en el cumplimiento. En el caso de que este se inicie 
de manera genérica en contra de Bogota Distrito Capital yio el/la Alcalde/sa Mayor de la 
Ciudad, este será direccionado a la entidad responsable del cumplimiento en consideración 
de lo previsto en el inciso segundo del artIculo 53 del Decreto Ley 1421 de 1993, 
exceptuando los que sean considerados asuntos de alta importancia, los cuales serán 
atendidos por la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

Parágrafo. Cuando se presenten las situaciones descritas en los numerales 7.3 y 7.4 del 
presente artIculo, la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, 
comunicará al Despacho Judicial que el/la Alcalde/sa Mayor de la Ciudad de Bogota, como 
maxima autoridad de la administración distrital, ejerce sus atribuciones por medio de los 
organismos y entidades creados por el Concejo de Bogota y que corresponde a las entidades 
a las cuales se les ha dado traslado de la tutela, ejercer la defensa del Distrito Capital. 

CAPITULO II 

DELEGACIONES SECTORIALES 

SECTOR GESTION JURIDICA 

ArtIculo 8°.- Poder preferente de la Secretarla JurIdica Distrital. La Secretarla Juridica 
Distrital podrá ejercer, en aquellos asuntos de alta relevancia o importancia estratégica para 
Bogota D.C., el poder preferente establecido en el artIculo 9 numeral 9.5 del Decreto Distrital 
430 de 2018, con lo cual asumirá la representación judicial del nivel central, descentralizado 
o local con el objeto de centralizar la defensa judicial y extrajudicial del Distrito Capital, en 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción y en cualquier estado del proceso. 
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En ejercicio de estas facultades la Secretaria Juridica Distrital también podrá asumir la 
representación judicial para interponer nuevas acciones judiciales y constituirse como 
vIctima o como parte civil en procesos penales. 

Parágrafo 1. Para ci efecto, la respectiva entidad le otorgará poder especial al abogado que 
designe la Secretarla Juridica Distrital y será otorgado de conformidad con las facultades 
especiales previstas en ci numeral 5.3. del artIculo 5 de este decreto y las demás normas 
procesales aplicables. 

Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto en ci articulo 131 del Acuerdo Distrital 761 
de 2020, la responsabilidad contingente del proceso cuya representación es asumida por la 
Secretaria Juridica Distrital, recaerá sobre las entidades demandadas que están siendo 
representadas por ésta. 

Asi mismo, la entidad o entidades distritales que han sido desplazadas en la defensa judicial 
por la Secretaria Juridica Distrital asumirán los gastos, costas, honorarios, agencias en 
derecho y demás erogaciones que se generen como consecuencia del proceso judicial. 

En ci caso de encontrarse vinculadas varias entidades del sector central yio descentralizado, 
se podran suscribir convenios interadministrativos para designar un mismo apoderado, aunar 
esfuerzos financieros y estabiecer parámetros especificos frente a la defensa técnica. 

Parágrafo 3. La entidad distrital qüe ha sido despiazada en la defensa judicial de que trata 
ci presente artIculo deberá continuar haciendo ci seguimiento y acompafiamiento a las 
actuaciones adelantadas por la Secretaria Juridica Distrital y podrá hacer recomendaciones 
sobre el proceso, para lo cual podrá acceder a toda la información que se requiera para ci 
efecto. AsI mismo la respectiva entidad deberá prestar de forma eficaz y eficiente toda la 
información e insumos que requiera la Secretaria Juridica Distrital para ejercer la defensa 
judicial. 

ArtIculo 9°.-. Delegaciones especiales en la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la 
Secretaria Juridica Distrital. Delegase en el/ia Director/a Distrital de Gestión Judicial de 
la Secretaria Juridica Distrital la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
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Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 del presente decreto, respecto de los 
siguientes asuntos: 

9.1. En los procesos, diligencias y actuaciones iniciadas contra el/la Alcalde/sa Mayor de 
Bogota, Distrito Capital, que, por razones de importancia jurIdica, económica, social, 
ambiental, de seguridad, cultural, o de conveniencia, se estime procedente. 

9.2. En las acciones populares y de grupo que se adelanten contra Bogota, Distrito Capital, 
y/o entidad del sector central, que se hubieren notificado con posterioridad al 1 de agosto de 
2005. 

9.3. En los procesos para el levantamiento de fuero sindical que deba adelantar Bogota, 
Distrito Capital, y/o cualquier entidad del sector central. 

9.4. En los procesos judiciales y mecanismos alternativos de soluciOn de conflictos, 
notificados con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, en los que se vinculó al Distrito 
Capital, las SecretarIas de Despacho, los Departamentos Administrativos, la Unidad 
Administrativa Especial de Servicios Páblicos (antes UESP), las Localidades, los Alcaldes 
Locales, las Juntas Administradoras Locales yio los Fondos de Desarrollo Local. 

9.5. En los medios de control o mecanismos alternativos de solución de conflictos en contra 
o donde se dispuso la vinculación de la Secretarla de Obras Püblicas - SOP, hasta su 
transformación. 

9.7. En los medios de control contra leyes, decretos y/o actos de autoridades administrativas 
del orden nacional, en defensa de los intereses de Bogota, Distrito Capital. 

9.8. En los medios de control iniciados contra los decretos distritales expedidos por el/la 
Alcalde/sa del Distrito Capital de Bogota, D.C. 

9.9. En la coordinación con la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado para la 
eventual solicitud y trámite del concepto de controversias jurIdicas del que trata el numeral 
7 del artIculo 112 del CPACA, modificado por el articulo 19 la Ley 2080 de 2021. 
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Parágrafo 1. Corresponde a cada una de las entidades y organismos distritales que están 
siendo representados por la Secretaria JurIdica Distrital, proporcionar los antecedentes 
administrativos necesarios para la adecuada gestión judicial, asf como apoyar la defensa 
técnica cuando asI lo requiera la Dirección Distrital de GestiOn Judicial. 

Para el ejercicio de la delegacion efectuada en el numeral 9.2, corresponde a la Secretarla 
Distrital de Gobierno a través de la respectiva alcaldIa local coordinar, centralizar y presentar 
de manera unificada la información del sector de las localidades, cuyas dependencias son 
mencionadas en el articulo 110  del presente Decreto. 

Paragrafo 2. Cuando en un mismo medio de control se acumulen pretensiones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de un acto administrativo de 
carácter general que disponga la modificación de planta de personal de las entidades del 
Sector Central y del acto administrativo de carácter particular de desvinculación, ejecución 
o cumplimiento, la representación judicial será ejercida por la respectiva entidad. 

ArtIculo 10°.-Facultades especiales delegadas en la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la SecretarIa JurIdica Distrital. Delegase en el/la Director/a Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital, las siguientes facultades: 

10.1. Notificarse personalmente de autos admisorios de demandas o del inicio de acciones 
judiciales o extrajudiciales y de actos proferidos en actuaciones administrativas iniciadas 
contra Bogota, Distrito Capital, y/o cualquiera de sus Secretarlas de Despacho, 
Departamentos Administrativos, Unidades Administrativas Especiales sin personerla 
jurIdica, Localidades, AlcaldIas Locales, Juntas Administradoras Locales o Fondos de 
Desarrollo Local, o contra el Concejo Bogota. 

10.2. Otorgar poderes y/o designar apoderados especiales, comparecer directamente en los 
asuntos y reclamar ante las entidades u organismos correspondientes, la entrega de tItulos 
judiciales a favor del Distrito Capital. 
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10.3. Comparecer directamente o a través de apoderado en las circunstancias previstas en 
los artIculos 8 y9 del presente decreto y las que sean de competencia de la Secretarla JurIdica 
Distrital. 

10.4. Determinar la entidad del sector central de la Administración Distrital que atenderá la 
representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, cuando en un 
mismo proceso o actuación se vincule a más de una entidad Distrital, o cuando se demande 
genéricamente al Distrito Capital, la Alcaidla Mayor de Bogota, y/o el/la Alcalde/sa Mayor 
de Bogota y el asunto no esté previsto en el artIculo 9 del presente decreto. 

10.5. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el desarrollo de la defensa 
judicial o extrajudicial de la Adniinistración Distrital. En aquellos procesos que requieran 
un alto nivel de coordinación. 

10.6. Conformar Comités de Coordinación Interinstitucional para el cumplimiento de 
sentencias o decisiones j udiciales o extrajudiciales, que involucren a más de una entidad del 
nivel central, entidad descentralizada o localidad de la Administración Distrital, cuyos 
mandatos requieran un despliegue de actuaciones que correspondan a entidades del Distrito, 
aun cuando no hubieren sido expresamente estabiecidos a su cargo. 

Parágrafo. Los Comités de los que trata el presente artIculo también podrán ser 
conformados por solicitud de las entidades distritales, a través de escrito donde se 
fundamente su necesidad. Dicha solicitud será evaluada por la Dirección Distrital de Gestión 
Judicial de la Secretarla Juridica Distrital. 

SECTOR GOBIERNO 

Articulo 11°.-Delegaci6n especial de la representación judicial y extrajudicial en la 
Secretarla Distrital de Gobierno. Delegase en ci Jefe de la Dirección JurIdica de la 
Secretarla Distrital de Gobierno la representaciónjudicial y extrajudicial de Bogota, Distrito 
Capital, con las facuitades previstas en el artIculo 5 de este decreto. En relación con todos 
aquellos procesos, diligencias y/o actuaciones, judiciales, extrajudiciales o administrativas 

Carrera8No. 10'165 
Codigo Postal: 111711 
Tel: 3813000 
w.boota.ov.eo 

hifo: Lnai 195 

231 0460-FT-078 Version 01 

;Y~~* 
BoGoTI 



Continuación del Decreto NO. 	0 89 DE 24 MAR 2021 Pág. 14 de 22 

"Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación 
judicial y extrajudicial de Bogota D.C., y se efectüan unas delegaciones" 

que se adelanten con ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que expidan o 
realicen las AlcaldIas Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo 
Local y las Inspecciones de Policla. 

Parágrafo. Se exceptian de esta asignaciOn, los procesos relacionados en el numeral 9.4 del 
articulo 9 de este decreto. 

Articulo 12°.- Delegación especial de la representación judicial y extrajudicial en el 
Departamento Administrativo de la DefensorIa del Espacio Püblico-DADEP. Delegase 
en el/la Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del DADEP, con las facultades previstas en ci 
articulo 5 de este decreto, la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, 
Distrito Capital, en lo que se refiere a la defensa y saneamiento de los bienes inmuebles que 
conforman el patrimonio inmobiliario Distrital, incluidos los procesos necesarios para la 
defensa, custodia, preservación y recuperación de los bienes del espacio püblico del Distrito 
Capital, iniciados con posterioridad al 1 de enero de 2002. 

Parágrafo 1. ExceptCiense de esta delegacion las acciones judiciales que deban iniciarse 
como consecuencia de la adquisicion de inmuebles por via de expropiaciOn, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2 del Decreto Distrital 61 de 2005, o la norma que lo modifique. 

Parágrafo 2. La presente delegacion no comprende la asunción de las cargas u obligaciones 
a cargo del inmueble, relacionadas con pagos pendientes o deudas de este, las cuaies son 
responsabilidad de las entidades disiritales a las que se les haya entregado la administraciOn 
del respectivo inmueble. 

SECTOR HACIENDA 

Articulo 13°.-Delegaciones especiales de la representación judicial y extrajudicial en la 
SecretarIa Distrital de Hacienda. Delegase en el/la Directorala JurIdico/a de la Secretaria 
Distrital de Hacienda la representación judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 
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13.1. En la presentación de reclamaciones ante entidades financieras püblicas o privadas, o 
de cualquier otra Indole, relativas a recaudos por concepto de impuestos distritales o ingresos 
no tributarios. 

13.2. En los procesos judiciales en materia fiscal y tributaria. 

13.3. En los procesos, diligencias y actuaciones que se adelanten con ocasión de los procesos 
concursales - Acuerdos de reestructuración, Regimen de Insolvencia Empresarial, 
Insolvencia de Persona Natural No Comerciante y Liquidación Administrativa, en los cuales 
las entidades de la Administración Central del Distrito Capital y del sector de las Localidades 
tengan interés, exceptuando las liquidaciones voluntarias. 

Los entes distritales cumplirán con los requerimientos de las autoridades judiciales y 
admiriistrativas en procura de la defensa de los intereses de su entidad. Para efecto de atender 
dichos requerimientos, deberán cumplir con los lineamientos que expidan la Secretarla 
Distrital de Hacienda y la Secretarla JurIdica Distrital. 

13.4. En los asuntos de carácter administrativos relativos a temas de administración de 
personal, acciones contractuales, entre otros, de las entidades liquidadas o en procesos de 
liquidación que deben ser atendidos y resueltos por la Secretarla Distrital de Hacienda. Lo 
anterior sin perjuicio de las facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de 
este decreto. 

ArtIculo 14°.- Delegaciones especiales en el Fondo de Prestaciones Económicas, 
CesantIas y Pensiones -FONCEP. Delegase en el Jefe de la Oficina Asesora JurIdica del 
FONCEP la representación legal en lo judicial y extrajudicial de Bogota, Distrito Capital, 
con las facultades previstas en el articulo 5 de este decreto, en las siguientes materias: 

14.1. En los procesos del Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., Fondo de Ahorro 
y Vivienda Distrital -FAVIDI (ahora FONCEP), relacionados con el reconocimiento y pago 
de las pensiones legal, convencional, sanción, indexación, asI como los demás procesos que 
se refieran a dichas pensiones. 
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14.2. En los procesos de los entes liquidados Caja de Prevision Social Distrital -CPSD, 
Empresa Distrital de Transporte Urbano -EDTU, Centro Distrital de Sistematización y 
Servicios Técnicos —SISE, Empresa Distrital de Servicios Püblicos -EDIS, Fondo de 
Educación y Seguridad Vial -FONDATT y de la SecretarIa de Obras PUblicas -SOP, 
relacionados con pensiones legal, convencional, sanción y otras obligaciones pensionales. 

Parágrafo. El FONCEP asumirá y pagará las condenas judiciales ordenadas por las 
diferentes instancias judiciales, derivadas de las entidades liquidadas o suprimidas en 
materia pensional con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C., efecto para el 
cual debe liquidar las condenas a que haya lugar y expedir la resolución de cumplimiento y 
pago de estas, con cargo al Fondo de Pensiones Püblicas de Bogota, D.C. 

De la misma manera, las costas que se decreten en providencias judiciales en las cuales la 
condena principal se refiere a los derechos antes referidos, se pagarán con cargo a los Fondos 
de Pasivos de las entidades liquidadas o suprimidas. 

SECTOR MOVILIDAD 

ArtIculo 15°.- Delegación especial de la representación legal en lo judicial y 
extrajudicial en la Secretarla Distrital de Movilidad. Delegase en el/la Director/a de 
Representación Judicial de la SecretarIa Distrital de Movilidad la representaciOn judicial y 
extrajudicial, de Bogota, Distrito Capital, con las facultades previstas en el artIculo 5 de este 
decreto, para iniciar los procesos judiciales o mecanismos altemativos de solución de 
conflictos derivados de asuntos del resorte exclusivo de la suprimida Secretarla de Tránsito 
y Transporte, y del liquidado Fondo de Educación y Seguridad Vial -FONDATT, en los 
cuales tenga interés Bogota, Distrito Capital. 

De la misma forma, asumirá la representación judicial de los procesos activos contra el 
FONDATT iniciados a partir del 1 de enero de 2012. Lo anterior sin perjuicio de las 
facultades especiales previstas en el numeral 14.2 artIculo 14 de este decreto. 

CAPITULO III 
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DE LAS NOTIFICACIONES 

ArtIculo 16°.- Dirección para notificaciones judiciales, extrajudiciales y 
administrativas. La dirección oficial para notificaciones de autos admisorios, inicio de 
actuaciones extrajudiciales o administrativas, en los que Bogota, Distrito Capital o el/la 
Alcalde/sa Mayor sea sujeto procesal, corresponde a la sede administrativa donde funcione 
la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretaria JurIdica Distrital. 

En consecuencia, las entidades del sector central deberán abstenerse de notificarse en sus 
respectivas sedes administrativas de las referidas actuaciones en representación de Bogota, 
Distrito Capital. 

Paragrafo. Se exceptüan de la aplicación de este artIculo y pueden ser recibidas 
directamente ya sea de manera fisica o a través de mensajes de datos, las notificaciones que 
se describen a continuación. 

La admisión de acciones de tutela. 
La admisión de acciones de repetición. 
La apertura de querellas contra una entidad determinada. 
La apertura de actuaciones administrativas que involucre a una entidad especIfica. 

ArtIculo 170.- Dirección para notificaciones electrónicas en lo judicial y 
extrajudicial. La dirección electrónica oficial para la notificación de autos admisorios de 
demanda y citaciones a audiencia de conciliación extrajudicial de Bogota Distrito Capital, 
es ci buzón de correo electrónico notificacionesiudiciales(isecretariaiuridica.gov.co  

Parágrafo 1. Corresponde a la Dirección Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital administrar el buzón electrónico seflalado en el presente artIculo. AsI como 
remitir los mensajes de datos contentivos de las notificaciones de autos admisorios de 
demandas a las entidades que conforme con criterios fijados en el presente decreto deban 
ejercer la representación en lo judicial y extrajudicial. La remisión deberá ilevarse a cabo 
máximo al dIa siguiente de su recibo. Para la contabilización de los términos sefialados en la 
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ley se deberá tener en cuenta la fecha en la que el Despacho Judicial remitió la notificación 
en el buzón expresamente seflalado en este artIculo. 

Parágrafo 2. Todas las entidades deben contar con una dirección electrónica para recibir ci 
traslado de las notificaciones judiciales, en los términos seflalados en las Circulares 
Nos. 086 de 2012, 028 de 2013 y 51 de 2015 de la Secretarla General de la AlcaldIa Mayor 
de Bogota, D.C., o las que las sustituyan o modifiquen. En caso de generarse cambio de 
dominio o dirección electrónica, deberá informarse de manera inmediata a la DirecciOn 
Distrital de GestiOn Judicial de la Secretarla JurIdica Distrital. 

Articulo 18°.- Radicación en ci Sistema de Información de Procesos judiciales. Surtida 
la notificación de un auto admisorio de demanda, del inicio de actuaciones, extrajudiciales 
o administrativas, corresponde a la Dirección Distrital de Gestión Judicial de la Secretarla 
Juridica Distrital realizar la radicación en el Sistema de Información de Procesos Judiciales, 
para posteriormente ser aceptada y actualizada por parte de la entidad competente para 
ejercer la representación en lo judicial o extrajudicial del Distrito Capital. 

Parágrafo. Las acciones de tutela y de cumplimiento deberán radicarse y controlarse 
judiciatmente de manera directa por las entidades y organismos distritales de todos los 
niveles y sectores. 

CAPITULO LV 

COORDINACION INTERADMINISTRATIVA 

ArtIculo 19°.- Conflictos o controversias entre organismos y/o entidades 
distritales. Cuando se presenten conflictos o controversias juridicas, administrativas o 
económicas entre organismos y/o entidades distritales, éstas antes de iniciar cualquier acción 
judicial, extrajudicial, o administrativa, deberán solicitar la intervención de la Secretaria 
Juridica Distrital, para que a través de una negociaciOn interadministrativa se procure un 
acuerdo voiuntario que ponga fin a la controversia, procurando evitar que las entidades 
acudan a lajurisdicción. 
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Corresponde a la Subsecretarla JurIdica Distrital de la Secretarla Juridica Distrital, dirigir la 
negociación, para lo cual establecerá los lineamientos intemos para adelantar la intervenciOn, 
determinará la concurrencia de las dependencias que conforme a la temática deban apoyar 
la intervención, segin lo previsto en el numeral 13 del artIculo 9 del Decreto Distrital 323 
de 2016 modificado por el artIculo 7 del Decreto Distrital 798 de 2019 y en concordancia 
con el numeral 9.3 del artIculo 9 del Decreto Distrital 430 de 2018. 

19.1. Se deberá Ilevar un registro del niimero de mediaciones realizadas, indicando como 
mInimo los siguientes aspectos: entidades participantes, naturaleza de la controversia, 
problema j uridico, resultado de la intervención. 

19.2. En los casos en que se identifiquen causas reiterativas, la Subsecretaria JurIdica 
Distrital, establecerá lineamientos o polIticas distritales, sectoriales o temáticas para evitar 
que se presenten nuevas intervenciones susceptibles de ser llevadas a la jurisdicción. 

19.3. La naturaleza de la intervención realizada por la Secretaria JurIdica Distrital es una 
buena práctica de carácter administrativo que no suspende términos de caducidad ni 
constituye un requisito de procedibilidad fij ado por la ley. 

ArtIculo 200. Representación judicial y extrajudicial en caso de traslado de 
competencias. En los casos en que se presente un traslado de competencias funcionales 
entre entidades del sector central, o entre una entidad del sector central y una del sector 
descentralizado, la representación judicial y extrajudicial en los procesos y actuaciones que 
se encuentren en trámite, asi como en aquellos que se inicien con posterioridad, será asuniida 
por la entidad en cabeza de la cual quedaron fijadas las competencias funcionales y 
misionales que se relacionen con el objeto del proceso. 

En todo caso, las entidades interesadas deberán adoptar las medidas necesarias para 
garantizar que la defensa de los intereses del Distrito Capital no se yea afectada o 
interrumpida. La transferencia documental se deberá realizar con sujeción a las normas 
archivIsticas vigentes. Adicionalmente, se deberá actualizar la totalidad del proceso en el 
Sistema de Procesos Judiciales 
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Articulo 21°.-Actuaciones en acciones populares entre particulares. Corresponde a cada 
entidad atender las acciones populares entre particulares en las que conforme su 
misionalidad y competencia deban concurrir ante los Jueces Civiles del Circuito como 
entidad encargada de proteger ci derecho o el interés colectivo afectado por un particular. 
Lo anterior en los términos del ültimo inciso del artIculo 21 de la Ley 472 de 1998 o aquellas 
que la modifiquen o droguen. 

En el caso de que en el auto de apertura o medida cautelar se vincule a la entidad de la 
administración distrital con la calidad de demandada. Esta deberá recurrir la decision y alegar 
falta de jurisdicción conforme lo previsto en el artIculo 104 de la Ley 1437 de 2011 o aquelias 
que la sustituyan. 

ArtIculo 22°.- Identidad corporativa de Bogota, Distrito Capital, en materia de 
representación judicial y extrajudicial. En el cuerpo de todas las intervenciones 
procesales, de las entidades del sector central deberá señalarse al respectivo Despacho 
Judicial que se está obrando en nombre de "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL", y seguido 
entre guiones ci nombre de la respectiva entidad distrital. Cuando se esté representando a 
más de una entidad, solo se deberá seflalar "BOGOTA, DISTRITO CAPITAL- SECTOR 
CENTRAL". 

Todas las entidades distritales deberán incorporar en el encabezado o margen superior del 
cuerpo de los poderes que se otorguen, ci escudo de la ciudad de Bogota y la expresión 
"Bogota, D.C.". Cuando se otorgue poder para asistir a audiencia de conciliación o de pacto 
de cumplimiento, deberá dejarse expresa constancia que el apoderado queda facuitado para 
conciliar o presentar proyecto de pacto de cumpiimiento en nombre de "Bogota, Distrito 
Capital". 

ArtIculo 23°.- Buenas prácticas y lineamientos para ci ejercicio de los apoderados del 
Distrito Capital. Los abogados que representen al Distrito Capital de Bogota, D.C., deberán 
observar los siguientes lineamientos: 
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23.1. Cuando en un proceso se encuentren vinculadas varlas entidades distritales, deberá 
V 

promover la defensa estratégica de la âdminisia4ion distrital, coordinado con los sectores 
administrativos estrategias conjuntas;  

23.2. Debe conocer los sistemas de información y las herramientas disponibles por la 
administración distrital queacilitan la obtención de inlormación relacionada con la defensa 
judicial y extrajudicial del Distrito Capital. Wsi como mantener actualizada la inlormación 
de los procesos a su cargo. 

Parágrafo: Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas yb 
Subsecretarios Juridicos de las entidades y organismos distritales del sector central, en 
coordinación con las dependencias de contratación de la respectiva entidad, verificar que los 
abogados externos que sean contratados para defender los intereses de la administración 
distrital, no se encuentren asesorando o adelantando procesosjudiciales en contra del Distrito 
Capital, y mantener dicha probibiciOn durante la vigencia del contrato, conforme al 
parágrafo del artIculo 45 del Decreto Distrital 430 de 2018. 
Articulo 24°.- Coordinación del Sistema de procesos judiciales. La Dirección Distrital de 
Gestión Judicial de la Secretarla Juridica Distrital, tendrá a su cargo la coordinación general 
e interinstitucional del Sistema de Procesos Judiciales. 

Corresponde a los Jefes y/o Directores de las Oficinas Asesoras JurIdicas o Subsecretarios 
Juridicos de las entidades de todos los niveles y sectores, garantizar la actualizaciOn oportuna 
de la información. 

ArtIculo 25°- Cobro de costas judiciales y agencias en derecho. Las entidades Distritales 
deberán realizar el cobro de costas judiciales y agencias en derecho, de manera preferente, a 
través del cobro persuasivo y/o de la jurisdicción coactiva reglamentada en el Decreto 
Distrital 397 de 2011, o el que lo sustituya. 

ArtIculo 26°.- Vigencia y derogatorias. El presente Decreto rige a partir del dIa siguiente a 
la fecha de su publicaciOn y deroga los Decretos Distritales 212 y 270 de 2018. 

PUBLIQUESE, Y CUMPLASE. 
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DadoenBogotá,D.C.,alos ' 	

lu 
CLAUDIA NAYIBE LOPEZ HERNANDEZ 

24 MAR 2021 	 Alcaldesa Mayor 

6Z) 
--

I 

- WILLI IBARDOAM  
Secretario 	'dico Distrita 

ProyectO: Paola Andrea G6mez Vdlez - Abogada - Contratista Direccidn de Gestidn judicial. 
Reviad: Luz Elena Rodriguez Quimbayo - Directora de GestiOn judicial. 	I 

Paulo Andrds Rincdn Garay - Asesor -Subsecretaria Juridica fr(, 
AprobO: Ivan David Marquez Castelblanco - Subsecretario Juridico Distrital 
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